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Pensión Especial de Invalidez a víctimas del conflicto armado. Finalidad. Tal prestación se consagró con el fin de proteger a quienes sufrieron en su parte psicofísica una merma o reducción en su capacidad laboral superior al 50%, como consecuencia del conflicto bélico que padece el país. Con la misma, además, se buscó amparar al núcleo familiar de las víctimas directas, pues se quiso entregar una fuente de ingresos para que tanto aquel como estos cubrieran sus necesidades básicas. Pensión Especial de Invalidez a víctimas del conflicto armado. Forma parte del Sistema General de Pensiones. En el inciso segundo de esta norma, se consagra que la prestación de invalidez a las víctimas del conflicto, si bien tiene un origen especial y permite su acceso indistintamente del cumplimiento de los requisitos señalados en la legislación, se regula y se concede de acuerdo a lo contemplado en el Régimen General de Pensiones contenido en la Ley 100 de 1993 y las normas que la modifiquen, lo que la integra a dicha legislación y la vuelve, por tanto, susceptible de sustitución en caso de muerte. Tal conclusión no varía, porque en la legislación que regula el tema no se consagre de manera expresa la sustitución pensional, dado que se tornaba innecesaria norma expresa al decirse que se concedía y por ende regulaba, de conformidad con el sistema general de pensiones. Víctimas del conflicto armado. Concepto. Es que no puede perderse de vista que son víctimas del conflicto armado, además del que directamente sufrió la lesión de su patrimonio moral o material, su cónyuge o compañero permanente y sus hijos, condición que el mismo legislador les otorgó en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011. Sustitución pensional de la pensión especial de invalidez para víctimas de conflicto armado. Ahora, para aplicar debidamente la finalidad protectora pretendida con la norma que concede la pensión especial de invalidez, encuentra esta Sala que no puede limitarse únicamente a amparar la invalidez de la persona y dejar, una vez fallezca esta, a sus causahabientes sin tal protección, sino que es indispensable extender el beneficio, por medio de la sustitución pensional, a los beneficiarios que acrediten los presupuestos establecidos por el legislador para acceder a la pensión de sobrevivientes. Es este el real sentido y alcance que estima la Corporación debe dársele a la norma para cumplir, adecuadamente, con su finalidad.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy veintiuno (21) de julio de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (7:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el recurso de apelación propuesto por la parte demandante contra la sentencia del 05 de mayo de 2015 del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Auralia Scarpeta Rojas contra Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Pretende la demandante que se le declare beneficiaria de la pensión de sobrevivientes generada con el deceso del señor José Ernet Mazabel Trujillo y, en consecuencia, persigue que se le reconozca y pague la misma desde el 12 de septiembre de 2013, con su correspondiente retroactivo más lo réditos moratorios correspondientes y las costas del proceso.

Los fundamentos fácticos relevantes en el proceso, se pueden sintetizar en los siguientes: Que el señor Mazabel Trujillo era pensionado del ISS desde el 25 de enero de 2007, que la demandante y el causante se encontraban casados desde el 25 de junio de 1976, que siempre convivieron bajo el mismo techo hasta el deceso de José Ernet, que la actora dependía económicamente del fallecido, que de dicha unión se procrearon ocho hijos, todos mayores de edad, que José Ernet Mazabel Trujillo falleció el 12 de septiembre de 2013 en esta ciudad, que el 04 de octubre de 2013 la demandante efectuó solicitud a Colpensiones para que le reconocieran la sustitución pensional, que dicha entidad negó el reconocimiento mediante Resolución GNR 365699 del 23 de diciembre de 2013, que los argumentos dados eran que la pensión reconocida al causante lo fue en virtud de una orden de tutela, decisión que no se extendió a la demandante, además se trataba de una pensión especial de invalidez al ser víctima del conflicto armado.

Trabada la litis, Colpensiones trajo respuesta por intermedio de procurador judicial, en la que se pronunció respecto a los hechos, aceptando la calidad de pensionado del señor José Ernet, la fecha de su fallecimiento, la reclamación de la sustitución pensional y la negativa de Coplpensiones. Frente a los restantes indicó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló como medios exceptivos los de “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La a-quo negó las pretensiones de la demanda, al encontrar que la pensión de invalidez de la que disfrutaba el causante era una de carácter especial, concedida en su condición de víctima del conflicto armado, la cual no está contemplada en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, como una de las que puedan ser sustituidas, pues la norma establece de manera clara que solamente aplica para las pensiones de vejez y las de invalidez de origen común.

Apoya igualmente su conclusión, en que ninguna de las normas que regula este tipo especial de pensión, establece la sustitución pensional.

III. APELACIÓN.
La apoderada de la parte demandante, indica que la norma que regula lo atinente a la pensión de sobrevivientes, no hace distinción alguna frente a qué tipo de pensión de invalidez es la sustituida. La demandante es beneficiaria de la sustitución pensional, de conformidad con la normatividad contenida en la Ley 100 de 1993. Finalmente, indica que el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, que consagra este tipo especial de pensión, indica que la misma se concede con arreglo a las normas generales sobre seguridad social en pensiones.
IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Es posible que se conceda una pensión de sobrevivientes de una pensión especial de invalidez concedida a una víctima del conflicto armado?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

El artículo 46 de la Ley 100 de 1993, establece que: “Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca”.

De esta norma se deriva sin ambages, que únicamente las pensiones de vejez y de invalidez de origen común, pueden ser sustituidas. Pero en este punto, es donde debe verificarse, si la prestación concedida al señor Mazabel Trujillo se encuadra dentro de las pensiones de invalidez de origen común que, conforme a la cita normativa, puede sustituirse.

La prestación por invalidez, que se concede a las víctimas del conflicto armado, se encuentra regulada en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, cuyo tenor literal es el siguiente:

“En cumplimiento de su objeto y en desarrollo de sus facultades, la Red de Solidaridad Social atenderá gratuitamente y sin intermediarios a las víctimas de actos a que se refiere el artículo 15, en los términos previstos en los artículos 20 y 23 de la presente ley, los gastos funerarios de las mismas, para proteger a los habitantes contra las consecuencias de actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, subsidiará las líneas de crédito a que se refiere el presente título, de conformidad con las reglamentaciones que adopte su Junta Directiva. Igualmente, podrá cofinanciar los programas que adelanten entidades sin ánimo de lucro, celebrando para este último efecto los contratos a que se refiere el artículo 355 de la Constitución Política y las normas que lo reglamentan, todo en función de la protección y ayuda a los damnificados.

Las víctimas que sufrieren una pérdida del 50% o más de su capacidad laboral calificada con base en el Manual Único para la calificación de invalidez, expedido por el Gobierno Nacional, tendrán derecho a una pensión mínima legal vigente, de acuerdo con lo contemplado en el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando carezcan de otras posibilidades pensionales y de atención en salud, la que será cubierta por el Fondo de Solidaridad Pensional a que se refiere el artículo 25 de la Ley 100 de 1993 y reconocida por el Instituto de Seguros Sociales, o la entidad de naturaleza oficial señalada por el Gobierno Nacional.

Los pagos que deban hacerse por razón de los seguros que se contraten se harán con cargo a los recursos de la Red de Solidaridad Social”.

En el inciso segundo de esta norma, se consagra que la prestación de invalidez a las víctimas del conflicto, si bien tiene un origen especial y permite su acceso indistintamente del cumplimiento de los requisitos señalados en la legislación, se regula y se concede de acuerdo a lo contemplado en el Régimen General de Pensiones contenido en la Ley 100 de 1993 y las normas que la modifiquen, lo que la integra a dicha legislación y la vuelve, por tanto, susceptible de sustitución en caso de muerte. Tal conclusión no varía, porque en la legislación que regula el tema no se consagre de manera expresa la sustitución pensional, dado que se tornaba innecesaria norma expresa al decirse que se concedía y por ende regulaba, de conformidad con el sistema general de pensiones. 

Al margen de lo anterior, existe otro argumento que sustenta la conclusión antes anotada y que se verifica en la finalidad de la institución especial de invalidez concedida a las víctimas de la violencia. Tal prestación se consagró con el fin de proteger a quienes sufrieron en su parte psicofísica una merma o reducción en su capacidad laboral superior al 50%, como consecuencia del conflicto bélico que padece el país. Con la misma, además, se buscó amparar al núcleo familiar de las víctimas directas, pues se quiso entregar una fuente de ingresos para que tanto aquel como estos cubrieran sus necesidades básicas. Por ello, resulta a todas luces contrario a esa finalidad, que ante el deceso del titular de la prestación, que fue la víctima directa de los nocivos efectos del conflicto interno, los beneficiarios suyos pierdan también tal garantía, a pesar de ser también víctimas de esa conflagración.

Es que no puede perderse de vista que son víctimas del conflicto armado, además del que directamente sufrió la lesión de su patrimonio moral o material, su cónyuge o compañero permanente y sus hijos, condición que el mismo legislador les otorgó en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011. También se ha pronunciado la Corte Constitucional, sobre el tema de la calidad de víctima de personas que no han padecido directamente las consecuencias del conflicto bélico, así:

“Se reconoce como víctimas a todas las personas que hubieren sufrido un daño, como consecuencia de los hechos que el mismo precepto determina a continuación. Así, pese a que existen también otros criterios relevantes, el concepto de daño es el más significativo de todos, pues es de la acreditación de su ocurrencia que depende que las personas interesadas logren ser reconocidas como víctimas y accedan a los importantes beneficios establecidos en esta normativa. Ahora bien, es importante destacar que el concepto de daño es amplio y comprehensivo, pues abarca todos los distintos fenómenos usualmente aceptados como fuente generadora de responsabilidad, entre ellos el daño emergente, el lucro cesante, el daño moral en sus diversas formas, el daño en la vida de relación, el desamparo derivado de la dependencia económica que hubiere existido frente a la persona principalmente afectada, así como todas las demás modalidades de daño, reconocidas tanto por las leyes como por la jurisprudencia, ahora o en el futuro. Según encuentra la Corte, la noción de daño comprende entonces incluso eventos en los que un determinado sujeto resulta personalmente afectado como resultado de hechos u acciones que directamente hubieren recaído sobre otras personas, lo que claramente permite que a su abrigo se admita como víctimas a los familiares de los directamente lesionados, siempre que por causa de esa agresión hubieren sufrido una situación desfavorable, jurídicamente relevante”. (Sentencia C-052 de 2012).
No queda pues duda, de que además de la víctima directa, también se consideran víctimas aquellas personas que conforman el núcleo familiar de aquel.

Ahora, piénsese no más en las personas que dependieron afectiva y económicamente de la víctima de la violencia que fuera titular de la pensión de que trata la Ley 418 de 1997, para ellas serían válidas, igualmente, las consideraciones que la pensión de sobrevivientes ha merecido para las altas Cortes, puntualmente, aquellas de que la prestación se otorga con el fin de amparar a la familia del fallecido, de la zozobra material e inmaterial que genera la pérdida de su ser querido. Puntualmente, se dijo por parte de la Corte Constitucional en sentencia C- 1094 de 2013: 

“La finalidad esencial de esta prestación social es la protección de la familia como núcleo fundamental de la sociedad, de tal suerte que las personas que dependían económicamente del causante puedan seguir atendiendo sus necesidades de subsistencia, sin que vean alterada la situación social y económica con que contaban en vida del pensionado o afiliado que ha fallecido. Por ello, la ley prevé que, en aplicación de un determinado orden de prelación, las personas más cercanas y que más dependían del causante y compartía con él su vida, reciban una pensión para satisfacer sus necesidades”.
Ahora, para aplicar debidamente la finalidad protectora pretendida con la norma que concede la pensión especial de invalidez, encuentra esta Sala que no puede limitarse únicamente a amparar la invalidez de la persona y dejar, una vez fallezca esta, a sus causahabientes sin tal protección, sino que es indispensable extender el beneficio, por medio de la sustitución pensional, a los beneficiarios que acrediten los presupuestos establecidos por el legislador para acceder a la pensión de sobrevivientes. Es este el real sentido y alcance que estima la Corporación debe dársele a la norma para cumplir, adecuadamente, con su finalidad.

Además de lo anterior, está es una acción afirmativa e incluyente, de un grupo poblacional que por motivos de la violencia imperante en el país, ha visto seriamente menguados sus derechos fundamentales, por lo que hacerlos participes del sistema de seguridad social, en las condiciones antes dichas, se convierte en un paliativo para tan difíciles circunstancias que han tenido que sobrellevar en su diario vivir. 
Y dígase de una vez, que tal extensión de la prestación a los beneficiarios del pensionado, no atenta con la sostenibilidad del sistema de pensiones, amén que al tenor del artículo 46 de la Ley 418 de 1997 tal prestación se reconoce con cargo a los recursos del  Fondo de Solidaridad Pensional (artículo 25 L. 100 de 1993) y no con cargo a los dineros que sustentan el régimen contributivo del sistema pensional.

Ahora, obviamente la sustitución de esa prestación, como ya se dijo, debe regirse por las normas que regulan el tema en el marco de la seguridad social, que para este caso, no son otras diferentes al artículo 47 de la Ley 100 de 1993, con la modificación introducida por la Ley 797 de 2003, norma vigente al momento del deceso del pensionado.

Esta norma señala que el cónyuge es beneficiario de la pensión de sobrevivientes, causada con el deceso del pensionado, siempre que acredite que hizo vida marital con el causante a lo menos en los cinco años que antecedieron a su deceso.

Pues bien, en este caso, se tiene que obra en el infolio, prueba del vínculo marital que sostuvieron la señora Scarpetta y el señor Mazabel (fl. 16), el cual no tiene notas de divorcio, separación de cuerpos o de bienes o algún otro tipo de circunstancia que afecte el aludido nexo. Además, se cuenta entre las pruebas, con la versión testimonial que rindió la señora Maria Orfilia Londoño Lotero, quien de manera clara y creíble, relató que conoció la pareja confromada por la demandante y el causante por un espacio de 35 años, al ser vecinos de la vereda donde vivían, que nunca conoció de separación alguna entre ellos, que siempre actuaron y se comportaron como una pareja, de la cual nacieron 8 hijos y que ella estuvo siempre atenta y al cuidado de él. Además, que el señor José Ernet era el encargado de proveer lo necesario para la manutención de la actora. Esta versión, que se itera, resulta creíble para la Judicatura, permite vislumbrar sin equivoco alguno, que la demandante convivió por mucho más tiempo de los 5 años exigidos por la ley, razón por la cual resulta beneficiaria de la sustitución pensional, a partir del 12 de septiembre de 2013. Se reitera, tal prestación deberá subvencionarse, de conformidad con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997.

Como no ha prescrito mesada alguna, atendiendo tanto la fecha reclamación elevada por la demandante (4 de octubre de 2013), como la presentación de la demanda (28 de junio de 2014), se procederá a concretar el retroactivo debido, así:

[image: image1.emf]AÑO VLR. MESADA # MESADAS TOTAL

2013 589.500,00 $       4,6 2.711.700,00 $    

2014 616.000,00 $       13 8.008.000,00 $    

2015 644.350,00 $       13 8.376.550,00 $    

2016 689.455,00 $       6 4.136.730,00 $    

TOTAL 23.232.980,00 $  


Por concepto de retroactivo, se adeuda la suma de $23.232.980.
En cuanto a los intereses moratorios pretendidos, dígase que los mismos resultan improcedentes, amén que el legislador los estableció con el fin de conjurar la mora ocurrida en pensiones sustentadas en la Ley 100 de 1993, lo que no ocurre en este caso, pues el origen es especial y diferente a esta norma.

Las excepciones han quedado resueltas negativamente en las líneas anteriores.

En cuanto a las costas, las mismas correrán a cargo de la entidad demandada y a favor de la actora, en ambas instancias.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Revocar la sentencia del 05 de mayo de 2015, dictada por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad y en su lugar:

2. Declarar que la señora Auralia Scarpetta Rojas es beneficiaria de la sustitución pensional, causada con el deceso del pensionado José Ernet Mazabel Trujillo, a partir del 12 de septiembre de 2013, la cual estará a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones, la cual se financiará con cargo a los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional. 

3. Consecuencia de lo anterior, se condena a la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones, a pagar a la aseñora Auralia Scarpetta Rojas la suma de $23.232.980, por concepto de retroactivo causado desde el 12 de septiembre de 2013 hasta el 30 de junio del 2016, sin perjuicio de las mesadas que se sigan causando.
4. Declarar improsperas las excepciones propuestas por la parte demandada al contestar la demanda.
5. Negar los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, de conformidad con lo dicho.
6. Las costas en ambas instancias, están a cargo de la parte demandada y a favor de la actora.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
PAGE  
11

